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Los datos de las partidas presupuestarias de los años 2013 y 2014 no se disponen. Corresponde al 

período de creación (transferencia de programas) de la Secretaría Técnica de Discapacidades -

SETEDIS

Dirección Nacional de Investigación e Incidencia de Políticas Públicas

DNIIPP

Cuestionario sobre políticas inclusivas de la discapacidad
En respuesta a su atenta comunicación S/N, de 18 de abril de 2016, en la cual la Relatora Especial sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, Catalina Devandas-Aguilar solicita a las instituciones nacionales de derechos humanos completar un cuestionario relativo a las políticas de inclusión sobre discapacidad, a continuación encontrará las respuestas a las preguntas solicitadas, mismas que se han realizado con la información recopilada de las instituciones competentes en la  generación de las políticas públicas y en la ejecución de las mismas en el tema de discapacidades. 

De la misma manera, se adjunta información relativa a la legislación primaria y programas en materia de discapacidades y otra información relevante, y en caso de necesitar mayor detalle a la información solicitada, la Defensoría del Pueblo del Ecuador, como Institución Nacional de Derechos Humanos, estará gustosa de poder enviar la información que se estime pertinente, a través del Econ. Sebastián Insuasti, Director Nacional de Investigación e Incidencia en Políticas Públicas al correo rinsuasti@dpe.gob.ec o Paulina Salazar, Directora Nacional de Cooperación y Relaciones Internacionales cuyo correo es psalazar@dpe.gob.ec.

Pregunta No. 1
1. Sírvanse proporcionar información sobre cómo su país está considerando los derechos de las personas con discapacidad en sus políticas dirigidas a la implementación y el seguimiento de los objetivos de desarrollo sostenible, incluyendo:
· Las estrategias y los planes de acción nacionales existentes,

· La asignación del presupuesto para su ejecución,
· Los mecanismos o marcos existentes para vigilar su implementación,
· ¿Cómo estas estrategias y/o planes tienen en cuenta la situación de las mujeres y las niñas con discapacidad, así como los niños y las personas mayores con discapacidad?
· ¿Cómo se asegura la participación de las personas con discapacidad y sus organizaciones representativas en el desarrollo e implementación de tales estrategias y/o planes?
Política Pública del Ecuador en relación con las personas con discapacidad
El Gobierno del Ecuador en su periodo 2013-2017 diseñó el tercer plan nacional de desarrollo (Plan Nacional para el Buen Vivir - PNBV) el cual, complementándose de la experiencia de los dos planes anteriores
, y partiendo de la Constitución de la República del Ecuador de 2008, busca dar las líneas de acción sobre las cuales se deberá desarrollar el trabajo del gobierno con el fin de alcanzar el buen vivir
. 

El PNBV 2013-2017 cuenta con doce objetivos, cada uno con sus respectivas metas e indicadores que permitirán dar el seguimiento y evaluación de la implementación de la política pública. Dichos objetivos se encuentran organizados en tres ejes que son: “a) cambio en las relaciones de poder para la construcción del poder popular; b) derechos, libertades y capacidades para el Buen Vivir; y, c) transformación económica-productiva a partir del cambio de la matriz productiva” (2013, p. 80). 

Los objetivos del PNBV están estrechamente relacionados con varios de los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible - ODS
, como son la erradicación de la pobreza, poner fin al hambre y conseguir la seguridad alimentaria, garantizar una vida saludable, una educación de calidad inclusiva y equitativa, alcanzar la igualdad entre los géneros, entre otros.
En este sentido, como parte de la implementación del PNBV, en lo relacionado con las personas con discapacidad, desde el gobierno ecuatoriano se ha diseñado la Agenda Nacional para la Igualdad en Discapacidades - ANID 2013-2017, misma que guarda estrecha relación con los objetivos, políticas y lineamientos estratégicos del PNBV, y que su fin último es ser un instrumento que brinde directrices y orientaciones para el trabajo en el ámbito de la discapacidad, y de esta manera cumplir con los objetivos relacionados con la prevención de discapacidades, así como de la atención y plena inclusión de las personas con discapacidad (ANID, 2013, p. 91).
En este contexto, la Agenda ha establecido doce ejes de acción que deben orientar las políticas públicas: 

1. Sensibilización

2. Participación

3. Prevención

4. Salud

5. Educación

6. Trabajo

7. Accesibilidad

8. Turismo, cultura, arte, deporte y recreación

9. Protección y seguridad social 

10. Legislación y justicia

11. Vida libre de violencia

12. Política pública y rendición de cuentas

En este sentido, se han desarrollado varias políticas en relación con el cumplimiento de estos ejes de los cuales se  destaca a la Misión Manuela Espejo que consistió en la conformación de brigadas con alrededor 360 médicos/as, ecuatorianos/as y cubanos/as, quienes se desplazaron a distintos lugares a nivel nacional visitando a 1.286.331 hogares en 24 provincias y 221 cantones del Ecuador, con la finalidad de identificar a las personas con discapacidad, a través de la georreferenciación. Es así que se localizaron a 294.803 personas con discapacidad entre julio de 2009 y noviembre de 2011. Se sumaron a este programa un total de catorce instituciones estatales
 con la finalidad de coordinar acciones y programas para la atención de las personas con discapacidad identificadas, de acuerdo a las competencias respectivas de cada institución (Discapacidad online, s/f).
Con los resultados encontrados durante las brigadas realizadas a través de la Misión Manuela Espejo, se evidenciaron las precarias condiciones en las cuales muchas personas con discapacidad vivían. En este contexto, se crea la Misión Joaquín Gallegos Lara con la finalidad de poder atender a las personas que se encontraban en estas condiciones. En 2010, se identificaron un total de 2451 personas en estas condiciones a quienes se les otorgó un bono de 240 USD (Discapacidad online, s/f).
Con la identificación de estas personas se crea la base de datos que conformará el Registro Nacional de Discapacidades, mismo que es un insumo necesario para el diseño de la programación sectorial de varias políticas públicas a ser implementadas por distintas instituciones del Estado según sus competencias; la inclusión de varias estrategias como son las medidas acción afirmativa establecidas por la Constitución que buscan promover la igualdad real en favor de las y los titulares de los derechos que se encuentren en situación de desigualdad (Constitución, 2008, art. 11).
Presupuesto
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Nota: Gráfico que se utilizó dentro del informe Revolución en Igualdad de Discapacidades, CONADIS (2016, 2).
La inversión en discapacidades, según datos recopilados por el CONADIS
 (2016, 2) ha tenido un aumento progresivo desde el año 2008 en donde el monto era de $1.105.179,68 USD, cifra que se ha multiplicado llegando a ser de $184.101.224,15 USD en 2015 tal como se muestra en el gráfico 1.
Principales estrategias y planes de acción 

A través de la inversión del gobierno en materia de discapacidad, en el transcurso de los años se han desarrollado distintos proyectos, planes, programas y actividades relacionados con la consecución del buen vivir. 

Salud

En cuanto a la implementación de políticas públicas sectoriales, en el ámbito de salud, durante el año 2015, se han realizado alrededor de 850 mil consultas y atenciones en los distintos centros de salud públicos a personas con discapacidad tal como se explica en la tabla No. 1 a continuación: 
Tabla No. 1
	EJE DE SALUD PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD. AÑO 2015

	Tipo de atención
	Personas atendidas

	personas con discapacidad calificadas o recalificadas
	37.735

	niños/as tamizados para alteraciones del neurodesarrollo infantil
	115.235

	niños/as tamizados para detección temprana de deficiencias auditivas
	185.146

	niños/as tamizados para detección de deficiencias visuales y errores de la refracción
	490.986

	servicios de rehabilitación integral inaugurados y funcionando
	15

	prótesis elaboradas
	1.079

	órtesis confeccionadas
	463

	 ayudas técnicas entregadas
	23.367

	personas recibieron equipos e insumos de endoprótesis y osteosíntesis
	2.513

	personas en atención domiciliaria dentro de cuidados paliativos y 
	44

	profesionales de la salud capacitados con la Guía de Cuidados Paliativos
	325

	Total servicios prestados
	856.908


Fuente: CONADIS. (2016). Revolución en igualdad de discapacidades.

La inversión en el acceso a la salud para la atención de personas con discapacidad en 2015 fue de $ 14.629.075.47 USD, cuya cobertura fue 410.753 personas, que según el tipo de discapacidad fueron atendidas quienes tenían una discapacidad física, seguido por quienes tienen una discapacidad mental.
Tabla No. 2
	TIPO DE DISCAPACIDAD 
	PERSONAS 

	Auditiva 
	52.231

	Física 
	195.204

	Intelectual 
	91.645

	Lenguaje 
	5.608

	Psicológico 
	7.644

	Psicosocial 
	10.052

	Visual 
	48.369

	TOTAL
	410.753


Fuente: CONADIS. (2016). Revolución en igualdad de discapacidades
Educación

En cuanto al acceso a la educación, la política pública desarrollada por el Ministerio de Educación y la Vicepresidencia de la República, busca obtener una educación inclusiva que además de tratar el cómo
“integrar a ciertos estudiantes a la enseñanza convencional, representa una perspectiva que debe servir para analizar cómo transformar los sistemas educativos y otros entornos de aprendizaje, con el fin de responder a la diversidad de los estudiantes. El propósito de la educación inclusiva es permitir que los maestros y estudiantes se sientan cómodos ante la diversidad y la perciban no como un problema, sino como un desafío y una oportunidad para enriquecer el entorno de aprendizaje” (Vicepresidencia, MINEDUC, 2011, 30).

Con la implementación del Modelo de Educación Inclusiva, desde 2010 hasta 2015,  la inversión para su implementación ha sido de alrededor de 8 millones de dólares, montos que han ido incrementándose hasta 2014, decreciendo en 2015 a causa de la caída del precio del barril de petróleo. De la misma forma, el acceso a la educación, sea al programa regular o especializado también se ha incrementado a casi el doble comparando el número de niños, niñas y adolescentes entre el año 2011 (23.988) y 2015 (41.309).
Tabla No. 3

	EJE DE EDUCACIÓN 2010 – 2015 (incluida educación fiscal, fiscomisional, municipal y particular)

	Ejecución del Proyecto “Modelo de Educación Inclusiva en el Ecuador”

	

	Año
	Niños/as y adolescentes con discapacidad matriculados en educación especializada
	Niños/as y adolescentes con discapacidad matriculados en educación regular (educación inclusiva)
	Subtotal de niños /as y adolescentes con discapacidad incluidos en el sistema educativo*
	Presupuesto USD

	2010
	 
	 
	 
	$ 139.340,08 

	2011
	8.826
	15.162
	23.988
	$ 585.844,97 

	2012
	10.035
	10.740
	20.775
	$ 1.332.747,14 

	2013
	11.876
	17.160
	29.036
	$ 1.015.284,92 

	2014
	14.196
	19.067
	33.263
	$ 3.564.827,55 

	2015
	15.697
	25.612
	41.309
	$ 1.466.724,08 

	TOTAL
	$ 8.104.768,74 


Fuente: CONADIS. (2016). Revolución en igualdad de discapacidades.   

En cuanto al acceso a la educación superior, en 2015 se inscribieron un total de 2.021 estudiantes con discapacidades en el examen de ingreso a una universidad. Actualmente,  la Secretaría de Educación Superior en coordinación con el CONADIS se encuentra realizando el levantamiento del número de personas con discapacidad que cursan estudios superiores en las distintas instituciones a nivel nacional (CONADIS, 2015, p.3).
Trabajo

Entre noviembre de 2009 y 2010 se emprendió el Primer Registro Nacional Sobre Inclusión Laboral de Personas con Discapacidad, con la participación del Ministerio de Relaciones Laborales (actual Ministerio de Trabajo) y de universidades, con la finalidad de verificar el cumplimiento de la Ley del Código de Trabajo, misma que establece la contratación de 4% de personas con discapacidad en las empresas; además, se creó una línea base actualizada sobre la inclusión de personas con discapacidad en el mercado laboral. De las 3.640 empresas privadas investigadas a nivel nacional, se encontró que apenas el 23.5% cumple con la ley (Discapacidad online, s/f). 


A partir de 2011, el número de personas con discapacidad dentro del ámbito laboral ha ido incrementándose; así, de las 9.911 personas insertadas laboralmente en 2011, para 2015 llegaron a ser 81.463 personas. Cabe mencionar que el punto más alto se vio en el año 2014 con 88.565 personas con discapacidad con un trabajo, sin embargo, se evidencia una disminución de casi siete mil personas para 2015.
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Fuente: CONADIS. (2016). Revolución en igualdad de discapacidades.   

De la misma manera, a través del Banco Nacional de Fomento se apoyaron a diferentes emprendimientos productivos a través del otorgamiento de distintas líneas de crédito preferentes para personas con discapacidad, mismas que pudieron ser articuladas a partir de la entrada en vigor de la Ley Orgánica de Discapacidades de 2012. En ese sentido, hasta el año 2012 se había apoyado a quince proyectos productivos; mientras que desde 2013 a 2015 se apoyaron a un total de 733 proyectos productivos, con un monto de financiamiento total en estos 3 años de 5.218.235 USD.
Tabla No. 4

	EJE DE TRABAJO – EMPRENDIMIENTOS PRODUCTIVOS

	

	AÑO
	Número de emprendimientos generados
	Monto de financiamiento 

	hasta 2012
	15
	18.411

	2013
	35
	197.274

	2014
	184
	1.282.828

	2015
	514
	3.691.927

	2016
	4
	27.795

	TOTAL
	752
	5.218.235


Fuente: CONADIS. (2016). Revolución en igualdad de discapacidades.   

Participación de la sociedad civil
La participación de la sociedad civil ha sido activa en cuanto a la coordinación con el Consejo Nacional para la Igualdad de Discapacidades a cargo de la generación de la política pública en la materia, así como de su seguimiento y evaluación. Es así que el CONADIS ha desarrollado “proyectos piloto sobre ayudas técnicas, fortalecimiento a los movimientos de la sociedad civil, capacitación a médicos, psicólogos y trabajadoras sociales para el sistema de calificación de discapacidad” (ANID, 2013, p.42). 
En cuanto a la participación de la sociedad civil, el CONADIS en coordinación con la Vicepresidencia de la República del Ecuador, ha trabajado en el fortalecimiento de las cinco federaciones nacionales (Federación Nacional de Ecuatorianos con Discapacidad Física (FENEDIF); Federación Nacional de Ciegos del Ecuador (FENCE); Federación Nacional de Sordos del Ecuador (FENASEC); y Federación Ecuatoriana Pro-Atención a la Persona con Deficiencia Mental, Autismo, Parálisis Cerebral y Síndrome de Down (FEPAPDEM). Dichas federaciones funcionan en las instalaciones del CONADIS y aglutinan 117 organizaciones de personas con diferente tipo de discapacidad. Tienen cobertura en 21 provincias a excepción de Bolívar, Santa Elena y Galápagos. Los proyectos que ejecutan dichas federaciones se enfocan a la formación y capacitación, fortalecimiento de las organizaciones federadas, inserción laboral y exigibilidad de derechos (ANID, 2013, p.70).
Discapacidad y niños, niñas, adolescentes, mujeres y personas de la tercera edad

Cuando se habla de discapacidad, la atención inmediatamente se centra en las barreras que la sociedad suele identificar con mayor facilidad: arquitectónicas, físicas y de comunicación; sin embargo, aún resta enfrentar las barreras actitudinales que son las más determinantes y afectan a las personas con discapacidad, en especial a mujeres, niñas y niños, y personas adultas mayores, en quienes la múltiple vulnerabilidad se traduce en mayor invisibilidad.
En este sentido, las metas propuestas por el gobierno del Ecuador en cuanto a la atención de las personas con discapacidad se basan en el principio de igualdad, en el cual se busca la implementación de las políticas, planes, proyectos y demás para que se  realicen de manera inclusiva y de acuerdo a sus especificidades, especialmente, que dejen atrás los programas asistencialistas y posicionar a las personas con discapacidad como sujetos de derechos. En este contexto, lo que se busca es un desarrollo social inclusivo en donde exista igualdad de  oportunidades para todas las personas independiente de su estatus social, género, edad, condición física y mental, etc. (ANID, 2013, p.14)

A pesar de la existencia de lineamientos relacionados con la protección, atención y promoción de los derechos de las personas con discapacidad, aún existen problemas en los cuales estas personas son excluidas en el ámbito social, lo que dificulta su inclusión dentro de la sociedad. Así, se evidencia una escasa participación de mujeres con discapacidad en la toma de decisiones, así como también de niños, niñas, adolescentes y personas adultas mayores. A esto se suma la falta de investigaciones sobre las necesidades específicas de mujeres, niños, niñas, adolescentes y personas adultas mayores con discapacidad, ante lo cual es importante continuar con el trabajo que permita una mayor inclusión de estos grupos dentro de la sociedad.
Pregunta No. 2
2. Sírvanse proporcionar información sobre el marco legislativo y de políticas existente en su país en relación con la no discriminación, incluyendo:

· Si la "discapacidad" se menciona específicamente como un motivo de discriminación prohibido,
· La existencia de cualquier mecanismo presupuestario para asegurar la realización de ajustes razonables por parte de entidades públicas,
· Si la denegación de ajustes razonables constituye discriminación,
· La existencia de las medidas de acción afirmativa para las personas con discapacidad,
· La existencia de recursos legales, administrativas o de otro tipo efectivos, disponibles para las personas que hayan sido objeto de discriminación por motivos de discapacidad, incluida la denegación de ajustes razonables,

En materia legislativa en la relación con la no discriminación a personas con discapacidad, la Constitución de la República del Ecuador (2008) en su artículo 11 numeral 2 establece que nadie podrá ser discriminado por diferentes razones, uno de ellos la  discapacidad. 

En ese sentido, la misma Constitución establece que las personas con discapacidad son grupos de atención prioritaria de acuerdo al artículo 35, y a partir del artículo 47 se establecen los derechos específicos para este grupo poblacional, tales como:

1. La atención especializada en las entidades públicas y privadas que presten servicios de salud para sus necesidades específicas, que incluirá la provisión de medicamentos de forma gratuita, en particular para aquellas personas que requieran tratamiento de por vida.

2. La rehabilitación integral y la asistencia permanente, que incluirán las correspondientes ayudas técnicas.

3. Rebajas en los servicios públicos y en servicios privados de transporte y espectáculos.

4. Exenciones en el régimen tributarlo.

5. El trabajo en condiciones de igualdad de oportunidades, que fomente sus capacidades y potencialidades, a través de políticas que permitan su incorporación en entidades públicas y privadas.

6. Una vivienda adecuada, con facilidades de acceso y condiciones necesarias para atender su discapacidad y para procurar el mayor grado de autonomía en su vida cotidiana. Las personas con discapacidad que no puedan ser atendidas por sus familiares durante el día, o que no tengan donde residir de forma permanente, dispondrán de centros de acogida para su albergue.

7. Una educación que desarrolle sus potencialidades y habilidades para su integración y participación en igualdad de condiciones. Se garantizará su educación dentro de la educación regular. Los planteles regulares incorporarán trato diferenciado y los de atención especial la educación especializada. Los establecimientos educativos cumplirán normas de accesibilidad para personas con discapacidad e implementarán un sistema de becas que responda a las condiciones económicas de este grupo.

8. La educación especializada para las personas con discapacidad intelectual y el fomento de sus capacidades mediante la creación de centros educativos y programas de enseñanza específicos.

9. La atención psicológica gratuita para las personas con discapacidad y sus familias, en particular en caso de discapacidad intelectual.

10. El acceso de manera adecuada a todos los bienes y servicios. Se eliminarán las barreras arquitectónicas.

11. El acceso a mecanismos, medios y formas alternativas de comunicación, entre ellos el lenguaje de señas para personas sordas, el oralismo y el sistema braille.

Así mismo el artículo 48 establece medidas en favor de las personas con discapacidad con el objeto de asegurar:

1. La inclusión social, mediante planes y programas estatales y privados coordinados, que fomenten su participación política, social, cultural, educativa y económica.

2. La obtención de créditos y rebajas o exoneraciones tributarias que les permita iniciar y mantener actividades productivas, y la obtención de becas de estudio en todos los niveles de educación.

3. El desarrollo de programas y políticas dirigidas a fomentar su esparcimiento y descanso.

4. La participación política, que asegurará su representación, de acuerdo con la ley.

5. El establecimiento de programas especializados para la atención integral de las personas con discapacidad severa y profunda, con el fin de alcanzar el máximo desarrollo de su personalidad, el fomento de su autonomía y la disminución de la dependencia.

6. El incentivo y apoyo para proyectos productivos a favor de los familiares de las personas con discapacidad severa.

7. La garantía del pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad. La ley sancionará el abandono de estas personas, y los actos que incurran en cualquier forma de abuso, trato inhumano o degradante y discriminación por razón de la discapacidad.

Por su parte el artículo 81 establece los mecanismos adecuados para el acceso a la justicia de la siguiente manera:

Art. 81.- La ley establecerá procedimientos especiales y expeditos para el juzgamiento y sanción de los delitos de violencia intrafamiliar, sexual, crímenes de odio y los que se cometan contra niñas, niños, adolescentes, jóvenes, personas con discapacidad, adultas mayores y personas que, por sus particularidades, requieren una mayor protección. Se nombrarán fiscales y defensoras o defensores especializados para el tratamiento de estas causas, de acuerdo con la ley.

El artículo 156 establece los Consejos Nacionales de Igualdad para cada uno de los grupos de atención prioritaria establecidos en la Constitución con el objetivo de asegurar la plena vigencia y el ejercicio de los derechos consagrados en la Constitución y en los Instrumentos Internacionales, entre ellos el de las personas con discapacidad
. 

En el marco de la normativa secundaria, desde el año 2012 se promulgó la Ley Orgánica de Discapacidades, que entre sus fines está el de “Procurar el cumplimiento de mecanismos de exigibilidad, protección y restitución, que puedan permitir eliminar, entre otras, las barreras físicas, actitudinales, sociales y comunicacionales, a que se enfrentan las personas con discapacidad” (art. 3, numeral 3); esta norma desarrolla los derechos establecidos en la Constitución a nivel de políticas públicas y determinando las responsabilidades de las instituciones públicas para el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad. Y en materia de discriminación este cuerpo normativo establece como parte de sus principios fundamentales la no discriminación señalando que “ninguna persona con discapacidad o su familia puede ser discriminada, ni sus derechos podrán ser anulados o reducidos a causa de su condición de discapacidad”. (art.4)
Adicionalmente, en el año 2014 se expide la Ley Orgánica de los Consejos Nacionales para la Igualdad mediante la cual se establece la conformación de los siguientes 5 Consejos Nacionales de Igualdad como son: De género, Intergeneracional, De pueblos y nacionalidades, De discapacidades y de Movilidad Humana. 

La Ley Orgánica de los Consejos Nacionales para la Igualdad contempla como principios rectores el de igualdad, alternabilidad, participación democrática, inclusión e interculturalidad (art.5), y como unas de sus finalidades según lo determina su artículo 3, numeral 3, está la de:

Participar en la formulación, transversalización, observancia, seguimiento y evaluación de las políticas públicas a favor de personas, comunas, comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos, dentro del ámbito de sus competencias relacionadas con las temáticas de género, étnicas, generacionales, interculturales, de discapacidad y movilidad humana, fomentando una cultura de paz que desarrolle capacidades humanas orientadas hacia la garantía del derecho de igualdad y no discriminación; medidas de acción afirmativa que favorezcan la igualdad entre las personas, comunas, comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos; y, la erradicación de actos, usos, prácticas, costumbres y estereotipos considerados discriminatorios.

Como se mencionó anteriormente, de manera constitucional se ha establecido la necesidad de generar medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad en favor de personas que se encuentren en situación de desigualdad.

En la Tabla No. 5, se establecen las medidas de acción afirmativa a favor de las personas con discapacidad que se han generado desde la publicación de la Ley Orgánica de Discapacidades en 2012:

Tabla No. 5
	MEDIDAS DE ACCIÓN AFIRMATIVA PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD  
(Ley Orgánica de Discapacidades, año 2012)

	Importación de bienes exentos de pago de tributos (ayudas técnicas y equipos médicos)

	Importación y compra de vehículos exentos de impuestos y tasas (dentro de valores autorizados)

	Exoneración del 50% de la tarifa de transporte terrestre, fluvial, aéreo, marítimo y ferroviario

	Licencia de conducir tipo F para personas con discapacidad

	Rebaja al impuesto anual a la propiedad de vehículos (matriculación vehicular anual)

	Exención del 50% del pago del impuesto predial (impuesto a las propiedades de inmuebles)

	Rebaja en el pago del impuesto a la renta 

	Devolución del IVA por consumos personales y bienes que constituyan ayudas técnicas (dentro de los valores autorizados en la Ley) ( en 2015 el monto devuelto fue de 7.222.132 USD)

	Crédito preferente para emprendimientos individuales, asociativos y/o familiares de las personas con discapacidad.

	Crédito de desarrollo humano asociativo otorgado por Ministerio de Inclusión Económica y Social - MIES  y el Instituto de Economía Popular y Solidaria 

	Crédito productivo solidario otorgado por el MIES

	Financiamiento productivo otorgado por la Corporación Financiera Nacional

	Rebaja en las tarifas de agua, luz telefonía fija, móvil e internet

	Acceso a planes exclusivos de telefonía celular 

	Afiliación voluntaria con los mismos beneficios y servicios que la afiliación voluntaria general

	Afiliación de los ecuatorianos domiciliados en el exterior

	Jubilación especial por discapacidad

	Bono Joaquín Gallegos Lara ($240,00 mensuales).- Transferencia económica condicionada al cuidado de la persona con discapacidad grave y muy grave, con alto grado de dependencia

	Pensión por discapacidad ($50,00 mensuales).- Transferencia económica a los sectores en vulnerabilidad y extrema vulnerabilidad (pobreza y extrema pobreza)

	Incentivo habitacional hasta $6.000 (para construcción de vivienda)

	Equipamiento y mejora de vivienda (para accesibilidad)

	Crédito preferencia para compra o construcción de vivienda 

	Dotación de ayudas técnicas (gratuitas por parte del Ministerio de Salud Pública)

	Becas educativas que subvencionen total o parcialmente los estudios de las personas con discapacidad

	Becas de manutención (un salario mínimo vital mensual hasta la terminación de la carrera)

	Ventanilla preferencial para pago de servicios públicos y privados 

	Exoneración de las tarifas en los servicios de cedulación, notarías, consulados, obtención de pasaporte


Fuente: CONADIS. (2016). Revolución en igualdad de discapacidades.   
Por otra parte, en lo que se refiere a la existencia de mecanismo presupuestario para asegurar la realización de ajustes razonables por parte de entidades públicas cabe mencionar que en el Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas en el artículo 14 se establece que en el ejercicio de la planificación y la política pública se “establecerán espacios de coordinación, con el fin de incorporar los enfoques de género, étnico-culturales, generacionales, de discapacidad y movilidad humana. Asimismo, en la definición de las acciones públicas se incorporarán dichos enfoques para conseguir la reducción de brechas socio-económicas y la garantía de derechos.”
En este sentido, las directrices de la Secretaría de Planificación y Desarrollo y el Ministerio de Finanzas establecen que todas las instituciones públicas alineen su planificación anual a las políticas de igualdad, incluida la de discapacidades.  Sin embargo, es necesario señalar que no se exige un porcentaje del presupuesto a la asignación de políticas públicas enfocadas a los grupos de atención prioritaria.

Finalmente las personas con discapacidad que sean objeto de discriminación por su condición, pueden acceder a recursos legales para proteger sus derechos así, por ejemplo pueden presentar garantías jurisdiccionales como una acción de protección, también pueden acudir a la Defensoría del Pueblo y presentar su denuncia y entre sus derechos podrían presentar una denuncia penal por delito de odio.
Pregunta No. 3
3. Sírvanse proporcionar información sobre el marco legislativo y de políticas existente en su país sobre la accesibilidad para las personas con discapacidad en relación con el entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, y otros servicios e instalaciones; incluyendo:

· La existencia de normas, directrices nacionales y regulaciones relativas a la accesibilidad y el diseño universal, incluido el acceso a tecnologías de la información y la comunicación,
· La existencia de planes de acción con plazos específicos para hacer las instalaciones y servicios públicos y privados accesibles para las personas con discapacidad,
· La existencia de requisitos de accesibilidad en la contratación pública,
· La existencia de cualquier mecanismo de asegurar el cumplimiento de las normas de accesibilidad,
· La formación de funcionarios del Estado y otros actores en materia de accesibilidad.

La accesibilidad es uno de los derechos establecidos en la Constitución, como se ha señalado anteriormente, y que está establecido en el artículo 47, especialmente en los numerales 6, 10 y 11. En ese sentido, la misma Constitución respecto a los servicios públicos y privados en el art. 47.num 3 como parte de los derechos reconocidos a las personas con discapacidad se contempla las “rebajas en servicios públicos y en servicios privados de transporte y espectáculos”. Además, en el numeral 6 de este mismo articulado se estipula que una vivienda adecuada debe contar con “facilidades de acceso y condiciones necesarias para atender su discapacidad y para procurar el mayor grado de autonomía en su vida cotidiana”. De igual forma, en el numeral 10 se establece la eliminación de las barreras arquitectónicas.

A nivel de legislación secundaria, se encuentran disposiciones referentes a la accesibilidad a los servicios públicos o privados como en la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial (2011) y su reglamento (2012) respectivo, en los cuales se dispone la atención preferente a las personas con discapacidad, que se refleja en la rebaja del pasaje. El artículo 54 del reglamento indica que se deberán observar espacios adecuados para las personas con discapacidad, según los parámetros del Servicio Ecuatoriano de Normalización (INEN). 
Para ello, se ha establecido el Reglamento Técnico RTE INEN 042: Accesibilidad de las personas con discapacidad y movilidad reducida al medio físico, publicada en el Registro Oficial 69 de 18 de noviembre de 2009, en el cual se señalan los “criterios técnicos y demás disposiciones aplicables a todos los espacios de uso público y privado así como las respectivas instalaciones de servicios y mobiliario urbano para la accesibilidad de todas las personas dentro del territorio ecuatoriano” (art. 1, numeral 2.1), de los cuales los requisitos específicos se establecen en las Normas Técnicas Ecuatorianas NTE INEN vigentes:

· Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 2 239 Accesibilidad de las personas al medio físico. Señalización.

· Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 2 240 Accesibilidad de las personas al medio físico. Símbolo gráfico. Características generales.

· Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 2 241 Accesibilidad de las personas al medio físico. Símbolo de sordera e hipoacusia o dificultades sensoriales.

· Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 2 242 Accesibilidad de las personas al medio físico. Símbolo de no vidente y baja visión.

· Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 2 243 Accesibilidad de las personas al medio físico. Vías de circulación peatonal.

· Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 2 244 Accesibilidad de las personas al medio físico. Edificios, agarraderas, bordillos y pasamanos.

· Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 2 245 Accesibilidad de las personas al medio físico. Edificios. Rampas fijas.

· Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 2 246 Accesibilidad de las personas al medio físico. Cruces peatonales a nivel y a desnivel.

· Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 2 247 Accesibilidad de las personas al medio físico. Edificios. Corredores y pasillos o características generales.

· Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 2 248 Accesibilidad de las personas al medio físico. Estacionamientos.

· Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 2 249 Accesibilidad de las personas al medio físico. Edificios. Escaleras.

· Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 2 291 Accesibilidad de las personas con discapacidad y movilidad reducida al medio físico. Tránsito y señalización.

· Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 2 292 Accesibilidad de las personas con discapacidad y movilidad reducida al medio físico. Transporte.

· Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 2 293 Accesibilidad de las personas con discapacidad y movilidad reducida al medio físico. Área higiénica sanitaria.

· Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 2 299 Accesibilidad de las personas con discapacidad y movilidad reducida al medio físico. Ascensores.

· Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 2 300 Accesibilidad de las personas con discapacidad y movilidad reducida al medio físico. Espacios, dormitorios.

· Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 2 301 Accesibilidad de las personas con discapacidad y movilidad reducida al medio físico. Espacio, pavimentos.

· Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 2 309 Accesibilidad de las personas con discapacidad y movilidad reducida al medio físico. Espacios de acceso, puertas.

· Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 2 312 Accesibilidad de las personas con discapacidad y movilidad reducida al medio físico. Elementos de cierre, ventanas.

· Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 2 313 Accesibilidad de las personas con discapacidad y movilidad reducida al medio físico. Espacios, cocina.

· Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 2 314 Accesibilidad de las personas con discapacidad y movilidad reducida al medio físico. Mobiliario urbano.

· Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 2 315 Accesibilidad de las personas con discapacidad y movilidad reducida al medio físico. Terminología.

El artículo 299 de dicho Reglamento establece que las personas con discapacidad tienen derecho a ser transportadas en vehículos adecuados para sus necesidades:

Art. 299.- Los pasajeros con movilidad reducida o discapacidad, tienen derecho a ser transportados en vehículos adecuados para sus necesidades específicas, identificados con la señal de tránsito correspondiente. 

En lo que corresponde al acceso al servicio público, la Ley Orgánica del Servicio Público – LOSEP (2010), en su artículo 64, establece que las instituciones públicas tienen la obligación de contratar personas con discapacidad hasta en un 4% del total de la nómina, cuando tengan al menos veinte y cinco servidores o servidoras públicas; en dicho porcentaje se podrán incluir a personas o familiares encargadas del cuidado, cuando la persona con discapacidad por su condición no pudiere trabajar. Asimismo dispone que la institución deberá capacitar a las servidoras y servidores públicos para el buen trato de las personas con discapacidad, sean compañeros de trabajo o usuarios y usuarias de los servicios que se presta.

También la disposición Décimo Tercera de la Ley dispone que las instituciones públicas deban adecuar la infraestructura física para dotar de fácil acceso y movilidad a las personas con discapacidad.

En cuanto a la existencia de requisitos de accesibilidad en la contratación pública no se verifican normas explícitas al respecto.

Por otra parte, uno de los mecanismos para asegurar las normas de accesibilidad es la rendición de cuentas que tienen todas las instituciones que obligatoriamente realizan a la ciudadanía.

Pregunta No. 4
4. Sírvanse proporcionar información sobre el marco legislativo y de políticas existente en su país en relación con los servicios de apoyo para las personas con discapacidad, incluyendo:
· La diversidad y cobertura de los servicios disponibles (por ejemplo, servicios para la toma de decisiones con apoyo, la comunicación, la movilidad, el apoyo personal, los arreglos de vivienda, el acceso a servicios generales tales como la educación, el empleo, la justicia y la salud, y otros servicios a la comunidad),
· La disponibilidad de intérpretes de lengua de señas certificados,
· Los tipos de esquemas de prestación de servicios (por ejemplo, la provisión directa, las asociaciones público-privadas, las asociaciones con organizaciones comunitarias o no gubernamentales, la contratación externa, la privatización),
· Los mecanismos financieros para garantizar la asequibilidad de los servicios de apoyo para todas las personas con discapacidad, 

· ¿Cómo los servicios permiten la elección directa y el control de los usuarios con discapacidad?

En Ecuador se ha trabajado de manera profunda en el desarrollo de normativa de modo progresivo en favor de las personas con discapacidad, la cual está recogida, en su mayoría, en la Ley Orgánica de Discapacidades (2012), de la cual podemos resaltar lo siguiente:

Art. 11.- Procedimiento de acreditación.- Una vez realizada la calificación de las personas con discapacidad y el correspondiente registro por parte de la unidad competente del Sistema Nacional de Salud, la autoridad sanitaria deberá remitir inmediatamente dicha información a la Dirección General de Registro Civil, Identificación y Cedulación, para que se incluya en la cédula de identidad la condición de discapacidad y porcentaje.

Las personas con discapacidad residentes en el exterior que han sido acreditadas, si así lo solicitan podrán solicitar su retorno al país, donde recibirán el apoyo económico y social de conformidad con el reglamento.

Art. 19.- Derecho a la salud.- El Estado garantizará a las personas con discapacidad el derecho a la salud y asegurará el acceso a los servicios de promoción, prevención, atención especializada permanente y prioritaria, habilitación y rehabilitación funcional e integral de salud, en las entidades públicas y privadas que presten servicios de salud, con enfoque de género, generacional e intercultural.

La atención integral a la salud de las personas con discapacidad, con deficiencia o condición discapacitante será de responsabilidad de la autoridad sanitaria nacional, que la prestará a través la red pública integral de salud.

Art. 28.- Educación inclusiva.- La autoridad educativa nacional implementará las medidas pertinentes, para promover la inclusión de estudiantes con necesidades educativas especiales que requieran apoyos técnico-tecnológicos y humanos, tales como personal especializado, temporales o permanentes y/o adaptaciones curriculares y de accesibilidad física, comunicacional y espacios de aprendizaje, en un establecimiento de educación escolarizada.

DISPOSICIONES REFORMATORIAS Y DEROGATORIAS

1. A continuación del Artículo 24 de la Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo agréguense los artículos:

"Art. ... (1).- El Defensor del Pueblo tiene la atribución de ordenar medidas de protección para evitar o cesar la vulneración de derechos Constitucionales de personas y grupos de atención prioritaria y sancionar su incumplimiento con multas de entre uno (1) a quince (15) salarios básicos unificados del trabajador privado en general y/o clausura de hasta treinta (30) días del local en los casos que esta última sanción no represente suspensión insustituible de servicios básicos para otras personas o grupos de interés prioritario.

La aplicación de estas sanciones se aplicaran tanto en el sector público como en el privado y no requerirán más que la resolución motivada del Defensor en donde se haga mención expresa del incumplimiento de las medidas de protección dictadas. Para su ejecución se podrá requerir del auxilio de la fuerza pública y de acción coactiva.

Art. ... (2) Las medidas de protección a que hace referencia el artículo anterior serán las siguientes:

1. Las acciones de carácter educativo, terapéutico, sicológico o material de apoyo al núcleo familiar, para preservar, fortalecer o restablecer sus vínculos en beneficio del interés de la persona afectada.

Art. 70.- Lengua de señas.- Se reconoce la lengua de señas ecuatoriana como lengua propia y medio de comunicación de las personas con discapacidad auditiva.

Se incorporará progresivamente el servicio de intérpretes de la lengua de señas ecuatoriana en las instituciones públicas, así como la capacitación de las y los servidores públicos en la misma.

En la Ley de Seguridad Social se dispone que:

Art. 7.- PROTECCION A LOS DISCAPACITADOS.- La protección a los discapacitados no afiliados al Seguro General Obligatorio tendrá el carácter de una prestación asistencial, financiada exclusivamente con la contribución obligatoria del Estado, en las condiciones que determinará el Reglamento General de esta Ley.

En cuanto a justicia se dispone que si la persona tiene discapacidad auditiva y debe presentarse a juicio, su testimonio o declaración se la receptará por escrito o a través de un intérprete en lenguaje de señas (Código Orgánico General de Procesos – COGEP, 2015, art. 180).
Asimismo, la Ley Orgánica de Discapacidades dispone de un procedimiento especial administrativo en caso de vulneración de derechos de las personas con discapacidad, para lo cual establece la Defensoría del Pueblo como autoridad competente (LOD, 2012, Art. 102).
Por último, cabe indicar que en varias normas secundarias respecto a servicios específicos y sus reglamentos se establecen derechos en favor de las personas con discapacidad, como el caso del acceso a la educación y el establecimiento de centros de educación especial para personas con discapacidad intelectual, así como el beneficio del bono por discapacidad, señalado en el manual correspondiente, entre los más importantes.

Finalmente, la prestación de servicios hacia las personas con discapacidad los provee el Estado a través de sus Instituciones Públicas según sus competencias y estas son evaluadas por el Consejo Nacional para la Igualdad de Discapacidades a través de su mandato.

5. Sírvanse proporcionar cualquier otra información relevante (incluyendo información proveniente de encuestas, censos y datos administrativos -estadísticas, informes y estudios), en relación con la implementación de políticas y planes de acción inclusivos de las personas con discapacidad existentes en su país.
Como anexos se encuentran las principales políticas y normativa relacionada a la temática.
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� Plan Nacional de Desarrollo 2007-2010, Plan Nacional del Buen Vivir 2010 – 2013.


� El Buen Vivir es la forma de vida que permite la felicidad y la permanencia de la diversidad cultural y ambiental; es armonía, igualdad, equidad y solidaridad. No es buscar la opulencia ni el crecimiento económico infinito (PNBV, 2013, p. 13).


� ODS: 1. Erradicar la pobreza en todas sus formas en todo el mundo


2. Poner fin al hambre, conseguir la seguridad alimentaria y una mejor nutrición, y promover la agricultura sostenible


3. Garantizar una vida saludable y promover el bienestar para todos para todas las edades


4. Garantizar una educación de calidad inclusiva y equitativa, y promover las oportunidades de aprendizaje permanente para todos


5. Alcanzar la igualdad entre los géneros y empoderar a todas las mujeres y niñas


6. Garantizar la disponibilidad y la gestión sostenible del agua y el saneamiento para todos


7. Asegurar el acceso a energías asequibles, fiables, sostenibles y modernas para todos


8. Fomentar el crecimiento económico sostenido, inclusivo y sostenible, el empleo pleno y productivo, y el trabajo decente para todos


9. Desarrollar infraestructuras resilientes, promover la industrialización inclusiva y sostenible, y fomentar la innovación


10. Reducir las desigualdades entre países y dentro de ellos


11. Conseguir que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles


12. Garantizar las pautas de consumo y de producción sostenibles


13. Tomar medidas urgentes para combatir el cambio climático y sus efectos (tomando nota de los acuerdos adoptados en el foro de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático)


14. Conservar y utilizar de forma sostenible los océanos, mares y recursos marinos para lograr el desarrollo sostenible


15. Proteger, restaurar y promover la utilización sostenible de los ecosistemas terrestres, gestionar de manera sostenible los bosques, combatir la desertificación y detener y revertir la degradación de la tierra, y frenar la pérdida de diversidad biológica


16. Promover sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar acceso a la justicia para todos y crear instituciones eficaces, responsables e inclusivas a todos los niveles


17. Fortalecer los medios de ejecución y reavivar la alianza mundial para el desarrollo sostenible (ANDES, 2015). 





� 1) Ministerio Coordinador de Desarrollo Social, 2) Ministerio de Inclusión Económica y Social, 3) Secretaría de Pueblos, Movimientos Sociales y Participación Ciudadana, 4) Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo, 5) Ministerio de Economía, 6) Ministerio de Defensa, 7) Registro Civil, 8) Consejo Nacional de Discapacidades, 9) Registro Civil, 10) Ministerio de Vivienda, 11) Ministerio de Relaciones Laborales, 12) Ministerio de Educación, 13) Ministerio de Industrias; y, 14) Correos del Ecuador.


� Los datos fueron obtenidos de las partidas presupuestarias desde el año 2008.


� El Presidente de la República en el Informe a la Nación de 24 de mayo de 2016, anunció la supresión de la Secretaría Técnica de Discapacidades en razón de que el establecimiento del Consejo de Igualdad daría como resultado duplicidad de funciones.
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INVERSIÓN EN DISCAPACIDADES ECUADOR 2008 - 2015

Los datos de las partidas presupuestarias de los años 2013 y 2014 no se disponen. Corresponde al período de creación (transferencia de programas) de la Secretaría Técnica de Discapacidades - SETEDIS
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